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Preámbulo


 Las dos reformas habidas en el Código Penal por Ley Orgánica 5/2010 y 1/2015 han intensificado en nuestro sistema jurídico la necesidad por abrir el campo en el ordenamiento jurídico español de las técnicas anglosajonas del compliance en el mundo de la empresa española.

La no responsabilidad penal de las personas jurídicas que había imperado en nuestro sistema, aunque se hubieran cometido ilícitos penales por directivos o empleados que hubieran perjudicado a los terceros que mantenían puntual o sistemáticamente vínculos con aquéllas, había dado lugar a una situación de total ausencia de control de la empresa a lo que ocurría dentro de ella con claros perjuicios ad intra y ad extra.

Sin embargo, pese a que la técnica del auto control en la empresa era un sistema que ya se había consolidado y contrastado en las empresas anglosajonas, la falta de una derivación penal de responsabilidad a las empresas por estos hechos en nuestro país había provocado que en éstas no se viera la necesidad de implementar estos sistemas de autocontrol. Por ello, el legislador introdujo en el año 2010 una incipiente reforma que se quedó tan corta, como ineficaz para el objetivo pretendido, y que dio lugar a la necesidad de acometer otra más importante en la reforma introducida por la Ley Orgánica 1/2015 al modificar con mayor concreción el art 31 bis para subsanar los defectos de redacción de la reforma anterior ante la nula aplicación de los sistemas de compliance en la empresa española, añadiendo, además, los arts. 31 ter, quater y quinquies para definir y pulir mejor los detalles sobre cómo quería el legislador que se regulara esta interesante temática.

El objetivo de esta guía práctica es, por ello, suscitar y resolver las preguntas y respuestas que pueden darse en la aplicación de esta reforma, incidiendo en la respuesta que la jurisprudencia de nuestros tribunales está dando a la responsabilidad empresarial y qué sistema debe implementarse en las empresas para hacer eficaz el uso de estos programas. Nótese que frente a la percepción de que su introducción en la empresa es una obligación, se trata de trasladar que es una necesidad, o lo que los anglosajones llaman un business benefit, es decir un beneficio empresarial que se reporta a las empresas al disponer de sistemas de autocontrol que no solo sirven para evitar la comisión de ilícitos penales frente a terceros, es decir ad extra, sino también ad intra para procurar un debido control dentro de la empresa que evite la comisión de delitos por directivos o empleados.

Elaboramos, por ello, en esta guía práctica un elenco de preguntas y respuestas, más un volumen de formularios que pueden surgir en este tema para conseguir una obra práctica que sirva al lector para despejar las dudas que existen en este importante y novedoso campo tan necesitado de aclarar conceptos y encontrar soluciones ante las dudas que surgen en la aplicación de la técnica del compliance programme. Se trata con esta obra de destacar los mecanismos a introducir en las empresas para evitar lo que se ha venido a llamar «irresponsabilidad organizada» dentro de las personas jurídicas para que reine en ellas el descontrol mediante la introducción de códigos de conducta y buen gobierno y una autorresponsabilidad de las empresas que dirijan su actuación a implementar la cultura del cumplimiento normativo.

Por todo ello, en esta obra analizamos a través de 272 preguntas y respuestas todos los aspectos que tanto la doctrina como la reducida todavía, pero interesante jurisprudencia que se ha dictado nos pone sobre la mesa infinidad de cuestiones de interés práctico que nos acercan al apasionante mundo del compliance en la empresa y qué soluciones y salidas hay que darle a las dudas que en la implantación e implementación de los planes de prevención surgen en las empresas.

Se acompaña, de igual modo, un importante volumen de 27 formularios que permitirá hacer más sencillo el conocimiento de esta figura y un anexo de léxico anglosajón origen de esta cultura de cumplimiento normativo.








A. Preguntas y respuestas






1. Origen del régimen de la técnica del compliance


 1.  ¿Cuál es el precedente más relevante en la UE de la imposición de un modelo de compliance en el ámbito de las empresas?

Podemos citar el art. 12.3 del Corpus iuris que se basa en la protección de los intereses financieros de la UE:

«Son igualmente responsables los directores de la empresa y cualquier otra persona que tenga capacidad de control y decisión en el seno de la misma, respecto de las infracciones de los arts. 1 a 8 que hayan sido cometidas por una persona que actúa bajo su autoridad, cuando no hayan ejercido el deber de vigilancia necesario y siempre que su incumplimiento haya facilitado la comisión del delito.»


Señala RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ (1)  que el Corpus iuris de disposiciones penales para la protección de los intereses financieros en la Unión Europea constituye un estudio-propuesta confeccionado por expertos por encargo del Parlamento Europeo. En el contexto de las propuestas ubicadas en la parte general se aborda el tema relativo a la responsabilidad penal de las entidades colectivas (art. 14); en su art. 13, contempla el estatuto penal de los responsables o directivos de empresa, bajo unos parámetros que se sitúan en la dirección legislativa del art. 31 del Código penal. Así, si las infracciones penales, que define el Corpus iuris, son perpetradas por cuenta de la persona jurídica, por una persona física sometida a su autoridad, se establece la declaración de responsabilidad penal de los empresarios o de cualquier otra persona que albergue u ostente un poder de decisión o de control en la empresa (dominio del hecho), siempre que con conocimiento de causa, hubieran dado órdenes o bien hubieran permitido la comisión de la infracción o en todo caso omitido el ejercicio de las facultades de control necesarias. El auténtico estatuto de responsabilidad penal de las personas jurídicas (en el Corpus iuris se opta por la expresión «entidades colectivas») se encuentra recogido en el art. 14 de la propuesta. En este precepto se establece la responsabilidad penal de las entidades colectivas por la verificación de infracciones penales tipificadas en el texto, siempre que esas entidades ostentasen personalidad jurídica o bien la calidad de sujetos de derecho y fueren titulares de un patrimonio autónomo, cuando la infracción hubiera sido perpetrada por cuenta de la persona jurídica por un órgano, representante o cualquier persona que actuase con un poder de decisión o de derecho

Además, en la Circular 1/2016 de la FGE se insiste en que en las recomendaciones internacionales que se han realizado para mejorar el régimen legal de los programas de prevención se refiere, con toda probabilidad, a las recomendaciones hechas por la OCDE en el informe adoptado por el Grupo de Trabajo el 14 de diciembre de 2012 correspondiente a la fase 3 de la evaluación sobre el cumplimiento en España del Convenio contra la Corrupción de Agentes Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales.

También hay que recordar citando a CAMEO CESTERO (2)  que para entender este incremento en la implantación de la figura del compliance officer y los planes de prevención en las empresas hay que remontarse al tsunami generado por el escándalo Enron-Arthur Andersen, revelado en 2001 en EE.UU. Tras ríos de tinta que hablaron de un antes y un después de este caso, la principal conclusión fue que ninguna compañía quería ser el próximo Enron. La «Ethics and Compliance Officer Association» de EE.UU., por ejemplo, reportó que en los 5 años siguientes al caso, se incrementó en más de un 70% su número de miembros.

Se pueden citar también:


	
—  Decisión Marco 2005/222/JAI/ del Consejo de 24 de febrero de 2005, relativa a los ataques contra los sistemas de información.

	
—  Decisión Marco 2005/667/JAI/ del Consejo de 12 de julio de 2005, destinada a reforzar el marco penal para la represión de la contaminación procedente de buques.

	
—  Decisión Marco 2004/757/JAI/ del Consejo de 25 de octubre de 2004, relativa al establecimiento de disposiciones mínimas de los elementos constitutivos del delito y de las penas aplicables en el ámbito del tráfico ilegal de drogas.

	
—  Decisión Marco 2004/68/JAI/ del Consejo de 22 de diciembre de 2003, relativa a la lucha contra la explotación sexual de los niños y la pornografía infantil.

	
—  Decisión Marco 2003/568/JAI/ del Consejo de 22 de julio de 2003, relativa a la lucha contra la corrupción en el sector privado.

	
—  Decisión Marco 2005/60/CE / del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo.



CARRETERO GONZÁLEZ (3)  recuerda también diversos tratados internacionales (Convenio de Derecho Penal del Consejo de Europa contra la corrupción; Convenio de la OCDE de lucha contra la corrupción de agentes públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales; Convenio de la ONU contra delincuencia organizada tradicional de 15 de noviembre de 2000, etc.).

2.  ¿Y en el derecho comparado?

Destacan DE LA MATA, BILBAO y ALGORTA (4)  que la influencia de nuestro entorno más próximo (Francia introdujo la responsabilidad penal de las personas jurídicas en 1994, Italia mediante el Decreto Legislativo 231/2001), la inercia europea (Bélgica, Gran Bretaña, Holanda, Portugal o Noruega, por ejemplo), e incluso referentes más globales (Chile, Estados Unidos, Japón, Perú) han favorecido que en nuestra legislación penal se haya tomado claro partido a favor de esta opción.

CASTILLEJO MANZANARES (5)  recuerda que son varias las legislaciones europeas que ya lo habían previsto, comenzando por Holanda (1976), para continuar con Gran Bretaña, Irlanda y Noruega (1991); Islandia (1993); Francia (1994); Finlandia (1995); Eslovenia (1996); Dinamarca (1996); Estonia (1998); Bélgica (1999); Suiza (2003); Polonia (2003) y Portugal (2007).

Se trata, en definitiva, de que las personas jurídicas respondan por su propia culpabilidad, de tal forma que la persona individual desaparece, y aquélla deriva de un defecto en su organización por «no haber puesto todas las medidas organizativas razonables e indispensables para impedir la infracción cometida».

RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ (6)  añade que prácticamente han incorporado estos programas todos los países de la Unión Europea, a excepción de Alemania, Grecia e Italia. Y se admite también en el Corpus para la protección de intereses financieros en la Unión Europea, en el nuevo Código Penal Tipo Iberoamericano (desde la reunión de Panamá, 1998) (5) y, de una u otra forma en numerosos países iberoamericanos (Argentina, Chile, Cuba, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Perú y Venezuela). Otros países aplican a las persona jurídicas sanciones de tipo administrativo, tales como Italia y Alemania. En estos casos conlleva la apreciación de tal responsabilidad únicamente la imposición de sanciones pecuniarias que, incluso, pueden superar las penas de multa impuestas por la vía del derecho penal.

SÁNCHEZ REYERO (7)  destaca que el reconocimiento de la posibilidad de atribuir responsabilidad penal a las personas jurídicas y hacerlas destinatarias de la correspondiente sanción es una realidad en numerosos países de nuestro entorno como consecuencia del proceso de armonización internacional del derecho penal y de la política criminal trazada desde la Unión Europea, aun cuando se materializa en modelos jurídicos muy heterogéneos. A título ilustrativo se pueden citar el Reino Unido y el Código Penal francés que consagran un modelo de responsabilidad por traslación o atribución desde presupuestos muy diferentes.

Se puede realizar, siguiendo a este autor, el siguiente desglose:

— Reino Unido

En el Reino Unido existe la responsabilidad penal de las personas jurídicas salvo que se establezca expresamente otra cosa.

Destaca VELÁZQUEZ VIOQUE (8)  la UK Bribery Act de 2010, que entró en vigor el 1 de julio de 2011, y que permite la persecución de compañías internacionales con presencia en el Reino Unido si éstas o sus socios se hallan involucrados en casos de corrupción, salvo que puedan acreditar fehacientemente que han implementado procedimientos adecuados de prevención al respecto, entre los que destaca una completa evaluación del riesgo penal

— Código Penal francés

En Código Penal francés de 1994, en su parte General (art. 121.2) reconoce esa posibilidad aunque no de forma incondicionada o sistemática, sino más bien como solución excepcional, coexistiendo aquélla con la de sus dirigentes.

— Código Penal austriaco y suizo

El Código Penal austriaco y el suizo adoptan un modelo más próximo al denominado de la responsabilidad propia u originaria o de la culpabilidad de empresa, en el que se buscan los fundamentos de la responsabilidad en factores que tienen que ver más con la infracción de los deberes propios que incumben exclusivamente a la persona jurídica.

— Italia

En Italia, restringida constitucionalmente la responsabilidad penal al ámbito de las personas físicas (art. 27.1), el Decreto Legislativo Giugno 2001 núm. 213 de 8 de junio de 2001 regula una suerte de derecho penal administrativo, estableciéndose como presupuesto para la imposición de sanciones la comisión del delito por quienes sean representantes, directivos o administradores de hecho o derecho, así como las personas que ejerzan labores de control, siempre que actúen en interés o beneficio de la persona jurídica. Se opta por un modelo mixto, en el que se logra compaginar la culpabilidad por defecto de organización con el modelo de responsabilidad vicarial. Italia, con su Modelo 231) destaca por la elaboración de programas de cumplimiento, correctamente elaborados y ejecutados, prácticas constatables de buen gobierno, códigos internos de comportamiento ético, o auditorías propias.

Este régimen sobre Disciplina della responsabilità amministrativa delle persone giuridiche, delle società e delle associazioni anche prive di personalità giuridica, destaca VELÁZQUEZ VIOQUE que en su art. 6 expresamente se establece la exención (y no la atenuación como en nuestro art. 31 bis 4) para las personas jurídicas que adopten modelos de organización y de gestión idóneos para prevenir delitos de la especie de los cometidos. Entre las exigencias de dicho sistema de Compliance se incluyen la individualización de las actividades de riesgo en función de la empresa, el desarrollo de protocolos específicos, la individualización de la modalidad de gestión de los recursos financieros, el desarrollo de obligaciones de información y la previsión de un específico sistema disciplinario.

— EE.UU.

Destaca VERCHER NOGUERA, Antonio (9)  que el Tribunal Supremo de los Estados Unidos resolvió la polémica sobre la posible responsabilidad penal de las personas jurídicas a principios del siglo XX en el sentido de admitir no solamente ese capacidad delictiva sino de regular también la responsabilidad de las personal jurídicas por los crímenes por ellas cometidos. En el año 1909, el Tribunal Supremo norteamericano dejó clara esa posibilidad, señalando que «Si bien es verdad que hay algún tipo de delitos que por su naturaleza pueden ser cometidos por personas jurídicas, también es verdad que hay un gran número de infracciones… en las que el delito consiste en cometer intencionalmente los actos prohibidos por la Ley (Statutory Law). Respecto a este tipo de delitos no vemos objeción alguna en condenar a una persona jurídica por los actos intencionadamente cometidos por sus agentes actuando dentro de los límites autorizados por la propia persona jurídica».

Se trataba de una perspectiva razonable y que tenía antecedentes en el propio Derecho inglés, que, a su vez, se remontaban al siglo XVII, si bien su incorporación al movimiento de la responsabilidad penal de la persona jurídica de manera plena ha sido posterior.

También destaca ORTIZ DE URBINA GIMENO (10)  la aprobación en 1991 y en Estados Unidos de unas «Directrices para la determinación individual de la pena» (Sentencing Guidelines). De modo paradójico, se afirma, porque realmente estas directrices no suponen el cambio del tradicional modelo vicarial vigente en los EE.UU. por algún tipo de modelo de autorresponsabilidad, sino que lo que hacen es incorporar aspectos del modelo de autorresponsabilidad en el momento de determinación de la pena concreta

También destaca VELÁZQUEZ VIOQUE (11)  las US Federal Sentencing Guidelines for Corporations, en relación con la implementación de un «Effective Compliance and Ethics Program», en la que se destacan como elementos esenciales de dicho programa los siguientes:


	
1.  Establecimiento de estándares y procedimientos para prevenir y detectar la conducta criminal, ejercicio por parte del Consejo de Administración de una autoridad supervisora sobre la implementación y mejora del programa de Compliance.

	
2.  El nombramiento de un Compliance Officer y la delegación de funciones en el ejercicio de responsabilidades operativas.

	
3.  El reporting periódico a los miembros del Consejo de Administración y altos directivos.

	
4.  La exclusión de empleados incumplidores de los puestos de responsabilidad.

	
5.  La impartición de formación continuada en materia de Compliance.

	
6.  Monitorización y auditoría constante de la eficacia del programa.

	
7.  Aseguramiento de que el programa de Compliance es promovido y reforzado dentro de la empresa mediante incentivos para actuar en cumplimiento del mismo o bien mediante el establecimiento de las medidas disciplinarias adecuadas.

	
8.  El establecimiento de una adecuada respuesta a los incumplimientos detectados, en orden a prevenir conductas similares en el futuro, lo cual incluye las necesarias modificaciones que debieran llevarse a cabo de dicho programa.



— Chile

Destaca ORTIZ DE URBINA GIMENO en la legislación chilena: el art. 3 de la Ley 20.393, de 25 de noviembre de 2009, exige para que la empresa responda tanto por los delitos cometidos por directivos como para los que llevan a cabo otros empleados que haya existido infracción «de los deberes de dirección y supervisión», y declara expresamente que «Se considerará que los deberes de dirección y supervisión se han cumplido cuando, con anterioridad a la comisión del delito, la persona jurídica hubiere adoptado e implementado modelos de organización, administración y supervisión para prevenir delitos como el cometido, conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente».

3.  Formas de exigir responsabilidad penal en Europa a las personas jurídicas

Señala RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ que en Europa se admiten tres formas distintas de exigir responsabilidad criminal a las personas jurídicas. Podemos realizar en base a ello el siguiente cuadro explicativo:








	Directa
	Se sanciona de manera inmediata a las personas jurídicas, sin que ello esté condicionado por la responsabilidad del representante, y sin que impida la eventual persecución y sanción de la persona jurídica que haya tenido la dirección de la acción prohibida (Francia y Holanda).



	Impropia
	Las consecuencias económicas del delito cometido por una persona física, se ponen a cargo de la persona jurídica en cuyo nombre e interés se ha actuado; de tal forma que la persona jurídica queda obligada solidariamente al pago de las citadas cantidades, aunque se puede repetir contra la persona física criminalmente responsable (Italia y Bélgica).



	Propia directa
	En este supuesto, el delito de una persona física es también imputado con sanción a la persona jurídica; en este contexto se discuten los «criterios de imputación» que permiten tal atribución, citándose como tales el actuar en la esfera de la persona jurídica, el de que la acción de la persona física aparezca en el contexto social como de la persona jurídica, y el del haber actuado en nombre e interés de la persona jurídica (Dinamarca, Grecia, Irlanda y Reino Unido)





4.  Sistema de penas o sanciones a las personas jurídicas en distintos países

También refiere RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ que cuatro son las vías por las que los diferentes países de nuestro entorno establecen penas o sanciones por la responsabilidad de las personas jurídicas.

Podemos realizar con ello el siguiente cuadro gráfico:








	Sanción penal de multa
	Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Francia (sólo cuando también se haya podido penar a la persona física responsable), Holanda, Noruega, Reino Unido, Suiza (sólo cuando no pueda penarse a la persona física responsable, salvo en corrupción, terrorismo, crimen organizado y blanqueo) y USA (cuando la empresa no se auto regule e incumpla determinados deberes de control para evitar el delito). Es también el sistema seguido por España, a partir de la LO 5/2010, de 22 de junio, imponiéndose, además de la pena de multa, más penas



	Sanción administrativa cuasi-penal
	(Pecuniarias administrativas impuestas por Juez): Austria (para todo delito del CP), Italia (prohibido en la Constitución) y Polonia.



	Sanción administrativa
	Alemania y Portugal.



	Sanciones accesorias
	Suecia y España (en el art. 129, pero sólo, a partir de la reforma del CP por LO 5/2010, de 22 de junio, a los entes y empresas sin personalidad jurídica).





5.  ¿Y en España?

La LO 3/2007, de Igualdad, en su art. 48, en lo relativo a la prevención de acoso en el trabajo.

La Ley 10/2010, de 28 de abril de Prevención del Blanqueo de Capitales y de la Financiación del Terrorismo, en lo atinente a la prevención del blanqueo (en especial, Capítulo II, «De la diligencia debida», arts. 3 a 16, y Capítulo IV, «Del control interno», arts. 26 a 33).

En relación con la transparencia y buen gobierno de las sociedades cotizadas, el Código Unificado de Buen Gobierno de Sociedades Cotizadas (art. 49).

La Ley 24/1988, del Mercado de Valores (art. 116).



	Esquema de la posibilidad de sancionar penalmente a los entes colectivos


	En primer lugar al admitir la responsabilidad criminal de las personas jurídicas (art. 31 bis a 31 quinquies)

	En segundo término, al prever también la posibilidad de imponer pena a empresas, organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas carentes de personalidad jurídica (art. 129).






	Formulación legal de la responsabilidad penal de las personas jurídicas


	Art. 31 bis a 31 quinquies que recoge la derivación de responsabilidad penal a las personas jurídicas; las atenuantes específicas, programas de prevención y circunstancias exoneratorias de responsabilidad penal; y las entidades y entes a los que no se aplica la responsabilidad criminal de las personas jurídicas.

	Art. 33.7, que describe las penas imponibles a las personas jurídicas.

	Arts. 52 y 53, referentes a la determinación y a la forma de pago de la pena de multa.

	Art. 66 bis, sobre medición y determinación de las penas imponibles a las personas jurídicas.

	Art. 116.3, que declara que a la responsabilidad penal de la persona jurídica irá unida la responsabilidad civil.

	Art. 130, que advierte que la transformación o fusión de una persona jurídica no extingue su responsabilidad.

	Libro II parte especial del CP donde se contempla el catálogo de delitos que pueden ser cometidos por las personas jurídicas a modo de «numerus clausus».




6.  ¿Y en la práctica bancaria?

Señala SÁNCHEZ SOLER (12)  que desde el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea en el año 2005, pasando por el informe de European Securities and Markets Authorities: Directrices acerca de ciertos aspectos de los requisitos del órgano de verificación del cumplimiento de la MIFID, hasta el informe publicado por la CNMV: Borrador de la Circular sobre los requisitos de organización interna y de las funciones de control de las entidades que prestan servicios de inversión, redactado en julio de 2013, son muchas las organizaciones que han definido el rol y características de la función de Compliance, así como la utilidad que la misma puede reportar

7.  ¿Cuál fue la experiencia en España tras la reforma del Código Penal que introduce el art. 31 bis en el año 2010 por LO 5/2010 a nivel de implantación de planes de prevención?

Señala SUSANA DE PABLOS (13)  que en el informe publicado en 2014 por PwC se recoge que tres años después de promulgarse la Ley Orgánica 5/2010, «el 41,8% de las organizaciones en España han implantado un modelo de prevención y detección de delitos, y un 51,9% han realizado algún tipo de evaluación de riesgo de fraude en los últimos 24 meses». Queda patente, según PwC, «el esfuerzo que las compañías han realizado para adaptarse al nuevo marco legal y, por lo tanto, indica un aumento de la preocupación por el desarrollo de mecanismos de prevención y detección de delitos económicos».

8.  La norma ISO 19600:2014

En materia de cumplimiento normativo destaca JAVIER CARBAYO (14)  que en diciembre de 2014 se produjo un hecho fundamental en materia de Compliance o Cumplimiento normativo, con la publicación de la Norma ISO 19600:2014, Compliance management systems–Guidelines recogiendo que la Norma ISO 19600 es aplicable a todo tipo de organizaciones, independientemente de su tamaño y actividad, aunque en la misma norma se asumen las grandes diferencias que puede haber entre unas y otras empresas en función de volumen de operaciones, dispersión geográfica, mercados de referencia, etc. El propio texto de la Norma reconoce que el alcance con el que deben aplicarse las recomendaciones de la guía depende del tamaño, estructura, naturaleza y complejidad de cada organización.

No se trata de hacer una norma rígida y ciega ante la diversidad de organizaciones. Antes bien, se trata de hacer una norma que articule una metodología común, medible y comparable, pero con capacidad de articular las necesidades del Compliance adaptadas a la operativa, distribución competencial, idiosincrasia, madurez y cultura de cumplimiento, momento económico, estrategia comercial, etc., de cada empresa y grupo de empresas.

Es por ello que la Norma ISO 19600 recoge directrices para implantar, mantener y mejorar un sistema de gestión de Compliance eficaz y receptivo. Así, incluye recomendaciones sobre los elementos con los que una organización debería contar para asegurar que cumple su política de Compliance y que tiene capacidad para asumir sus obligaciones en este ámbito.

Entre estas recomendaciones, se incluyen las relativas a la formación continua en Compliance para los perfiles implicados en su gestión y para toda la organización en cuanto a su rol en el cumplimiento, la integración del desempeño en Compliance en la evaluación del desempeño de los empleados, o la supervisión de los acuerdos de contratación externa para asegurarse de que recogen obligaciones en materia de Compliance.

9.  ¿Por qué el legislador traslada a las empresas la obligación del control interno para la prevención de delitos en su seno?

Se trata de un traslado de la responsabilidad a las empresas de esta obligación para hacerlas a ellas impulsoras y promotoras del régimen de los planes preventivos ante las dificultades del Estado de actuar por medio de actuaciones inspectoras periódicas mediante un sistema de «amenaza penal» derivándole responsabilidad penal por el acaecimiento de un delito en su seno.

GÓMEZ TOMILLO (15)  señala que resulta un objetivo público deseable trasladar, al menos parcialmente, los costes de la prevención del delito en el ámbito empresarial del Estado a las personas jurídicas mismas, añadiendo NIETO MARTÍN (16)  que un buen sistema de responsabilidad penal será, por tanto, no solo aquel que intimide y evite hechos delictivos, sino también el que permita trasladar su coste social a la producción de la empresa.

Lo que se pretende con la traslación de esta responsabilidad a las empresas es, según GÓMEZ TOMILLO, generar confianza en los operadores económicos como factor esencial del correcto funcionamiento del mercado. En efecto, si en el mundo empresarial y en de las personas físicas que con él se relaciona existe una mayor confianza al conocer que en las empresas existe mayor autocontrol para evitar la comisión de ilícitos penales ello conllevará un incremento de las relaciones comerciales basadas en el respeto a la buena fe y a las buenas prácticas mercantiles.

10.  ¿Es un coste que debe soportar la empresa la implantación de los programas de prevención?

Con este régimen legal que implanta la regulación del Código Penal en el art. 31 bis surge su implantación e implementación como una obligatoriedad aunque finalmente el legislador no quiso incluir en la redacción del texto penal un art. 286 bis que se anuló finalmente del texto penal que sancionaba el delito de omisión puro por no disponer del programa de prevención «aunque no se hubiera cometido un delito de los fijados en el Código Penal como de los que puede responder una persona jurídica, circunstancia que podría darse, por ejemplo, ante una inspección sobre la existencia de esos planes de control».

Pero, como afirma GÓMEZ TOMILLO, quien hizo el esfuerzo económico para adoptar modelos de prevención del delito se puede ver recompensado posteriormente con una posible impunidad frente a quien no lo hizo.

11.  ¿En qué normativa encontramos la obligación de vigilancia y observancia en la empresa lo que ocurre dentro de ella y las conductas que en ésta se desarrollan?

A nivel de responsabilidad de la persona jurídica encontramos la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público en el art. 28, que señala que:

«1. Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas físicas y jurídicas, así como, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos, que resulten responsables de los mismos a título de dolo o culpa.»


Y con mayor claridad, lo que sustituye a la derogada Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas en su extinto art. 130.3, en el apartado 4.º de este art. 28 de la Ley 40/2015 se apunta que:

«4. Las leyes reguladoras de los distintos regímenes sancionadores podrán tipificar como infracción el incumplimiento de la obligación de prevenir la comisión de infracciones administrativas por quienes se hallen sujetos a una relación de dependencia o vinculación. Asimismo, podrán prever los supuestos en que determinadas personas responderán del pago de las sanciones pecuniarias impuestas a quienes de ellas dependan o estén vinculadas.»


En el art. 43.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria se establece una responsabilidad subsidiaria de los administradores de hecho y de derecho:


«1. Serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguientes personas o entidades:

a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 1 del art. 42 de esta ley, los administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, habiendo éstas cometido infracciones tributarias, no hubiesen realizado los actos necesarios que sean de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios, hubiesen consentido el incumplimiento por quienes de ellos dependan o hubiesen adoptado acuerdos que posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad también se extenderá a las sanciones.»



En materia de prevención de riesgos laborales también es infracción en el orden laboral lo dispuesto en el art. 12 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social que:


«Son infracciones graves: 1. a) Incumplir la obligación de integrar la prevención de riesgos laborales en la empresa a través de la implantación y aplicación de un plan de prevención, con el alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales.

b) No llevar a cabo las evaluaciones de riesgos y, en su caso, sus actualizaciones y revisiones, así como los controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores que procedan, o no realizar aquellas actividades de prevención que hicieran necesarias los resultados de las evaluaciones, con el alcance y contenido establecidos en la normativa sobre prevención de riesgos laborales.»



Y en relación con ello el art. 2.8 de la citada regulación puntualiza que:

«Son sujetos responsables de la infracción las personas físicas o jurídicas y las comunidades de bienes que incurran en las acciones u omisiones tipificadas como infracción en la presente Ley y, en particular, las siguientes: 8. Los empresarios titulares de centro de trabajo, los promotores y propietarios de obra y los trabajadores por cuenta propia que incumplan las obligaciones que se deriven de la normativa de prevención de riesgos laborales.»


Del mismo modo, en la Ley 10/2010 de 28 de abril de prevención del blanqueo de capitales y de financiación del terrorismo señala en el art. 26.1 que:

«1. Los sujetos obligados, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, aprobarán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos adecuados en materia de diligencia debida, información, conservación de documentos, control interno, evaluación y gestión de riesgos, garantía del cumplimiento de las disposiciones pertinentes y comunicación, con objeto de prevenir e impedir operaciones relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. Dichas políticas y procedimientos serán comunicados a las sucursales y filiales con participación mayoritaria situadas en terceros países.»


También en esta Ley 10/2010 se recoge en el art. 52 m) que:

«1. Constituirán infracciones graves las siguientes:… m) El incumplimiento de la obligación de aprobar por escrito y aplicar políticas y procedimientos adecuados de control interno, en los términos del art. 26.1, incluida la aprobación por escrito y aplicación de una política expresa de admisión de clientes.»


Todo ello, para añadir, además, una responsabilidad a directivos en el art. 54 al apuntar que:

«Además de la responsabilidad que corresponda al sujeto obligado aun a título de simple inobservancia, quienes ejerzan en el mismo cargo de administración o dirección, sean unipersonales o colegiados, serán responsables de las infracciones cuando éstas sean imputables a su conducta dolosa o negligente.»


12.  ¿Cuál debe ser la motivación en las empresas a la hora de implantar los planes de prevención?

Las empresas deben considerar que poner en marcha estos planes, además de ser una obligación legal del art. 31 bis CP es lo que los anglosajones denominan business benefit, es decir que esto no es un gasto como tal, sino que invertir en estos programas es un beneficio del negocio.

JAVIER CARBAYO (17)  señala que el objetivo de la empresa a la hora de implantar estos planes radica en la necesidad de salir de la zona de confort, afrontar nuevas metodologías orientadas a riesgos, adquirir capacidades no estrictamente jurídicas y adaptar la relación con el cliente a sus necesidades de cumplimiento continuado, son imprescindibles para afrontar esta materia y aprovechar los espacios de desarrollo profesional que crea.

13.  La preconstitución de la prueba de los planes de prevención del delito

El objetivo de la implantación de los planes de prevención debe ser querer aplicar la filosofía de la cultura normativa. Pero está claro, y no debe ser dejado de lado, que también conlleva un importante efecto de preconstituir pruebas en el caso de que se cometa en la empresa un delito. Así, acreditado el plan de control, se exime de responsabilidad a la empresa tanto en la actuación de directivos como de empleados, pero no solo se debe vigilar que el sistema se instale, sino que se ejecute, ya que, para la exoneración de responsabilidad, se deberá acreditar ante el Juez de Instrucción tanto uno como otro; y, dado que se funda este sistema de exigencia de responsabilidad en la objetivización por la existencia del riesgo de que en la empresa sea posible la actuación delictiva por sus directivos y/o empleados, es carga de la empresa estar en condiciones de demostrarlo. La Fiscalía deberá demostrar la acción delictiva y que ésta se lleva a cabo en beneficio directo o indirecto de aquéllos, pero si quiere exonerarse de responsabilidad, debe probar que el sistema implantado funciona y además estar instalado antes de haberse cometido el delito, ya que si se lleva a cabo después solo tendría un efecto atenuatorio de responsabilidad penal que no elimina el daño que provoca la apertura de un proceso penal y un juicio oral, salvo que, como luego desarrollamos con detalle, la aplicación de una conformidad pactada con la acusación que evite el juicio oral.

Pues bien, tener un programa de prevención es lo que se denomina la técnica de la preconstitución de la prueba; es decir, estar en condiciones de probar con antelación a que ocurra el hecho delictivo que el plan de prevención está en vigor y que, además, está funcionando tanto para directivos como para empleados.

14.  ¿En qué medida y con qué fin se reforma el Código Penal para mejorar el sistema de compliance en las empresas?

Como se recuerda en el Preámbulo (III) de la LO 1/2015 asegura que «la reforma lleva a cabo una mejora técnica en la regulación de la responsabilidad penal de las personas jurídicas» […], con la finalidad de delimitar adecuadamente el contenido del «debido control», cuyo quebrantamiento permite fundamentar su responsabilidad penal» y con ello poner «fin a las dudas interpretativas que había planteado la anterior regulación, que desde algunos sectores había sido interpretada como un régimen de responsabilidad vicarial.» De acuerdo con esta parca explicación, el propósito de la Ley no sería modificar el régimen de responsabilidad de las personas jurídicas sino aclarar el modelo establecido en 2010 que, conforme al Preámbulo de la LO 5/2010, consagraba en el segundo párrafo del art. 31 bis.1 una responsabilidad directa o autónoma de la persona jurídica.
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2. Necesidad de trasladar a las empresas la urgencia de la elaboración y ejecución de los programas de prevención


 15.  Nueva filosofía empresarial de «hacer lo posible para evitar el daño»

Este sistema del art. 31 bis CP lo que hace es implantar la objetivización de la responsabilidad en el orden penal; es decir, que por la existencia del riesgo se le aplica responsabilidad penal, no obstante lo cual, este sistema sabemos que permite la exoneración de la misma siempre y cuando se demuestre que se ha hecho lo posible para evitar el daño, al modo y manera que se aplica en el régimen de responsabilidad de los administradores de derecho y hecho en las sociedades mercantiles que se contempla ahora en el art. 237 RDLeg. 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, carácter solidario de la responsabilidad, que recuerda que todos los miembros del órgano de administración que hubieran adoptado el acuerdo o realizado el acto lesivo responderán solidariamente, salvo los que prueben que, no habiendo intervenido en su adopción y ejecución, desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron todo lo conveniente para evitar el daño o, al menos, se opusieron expresamente a aquél. Pues, de la misma manera, si la empresa está en condiciones de probar que hizo todo lo posible para evitar el daño mediante un sistema de prevención jurídica quedará exonerada de la responsabilidad de hechos por terceros.

16.  ¿Qué se debe trasladar a las empresas ante la necesidad de que se deben poner en marcha los planes de prevención?

Resulta curioso detectar que las empresas no actúan voluntariamente en la mayoría de los casos para implantar estos programas y van buscando expertos que los implementen. Por ello, parece que hay que hacer una labor de convencimiento de lo que es una clara obligación legal como el propio plan de prevención de riesgos laborales. Destaca así JAVIER CARBAYO que hay que asesorar a las empresas en este tema de manera adecuada: gestión de cumplimiento orientada a riesgos, soft skills, realidad y economía digital (y correspondientes amenazas), etc. Por ejemplo, en los negocios orientados a Internet (total o parcialmente, de manera originaria o como desarrollo de negocio) el Cumplimiento normativo este tipo de negocios va mucho más allá del checklist de requisitos traducido en textos de condiciones y la gestión de incidencias legales. Si realmente se quiere estar dentro del negocio y crear valor, se debe desarrollar un Mapa de riesgos capaz de representar, dimensionar, valorar y gestionar los riesgos, objetivos y subjetivos, que concurren en la venta de productos y servicios, en base a canales y destinatarios, pero también más allá de estos. Y es que la necesidad de llegar al comprador allí donde decida estar, física o virtualmente, no sólo provoca la situación nueva que ya forma parte de nuestro día a día (como asesores y como ciudadanos), sino que requiere que el cumplimiento normativo esté a la altura de la nueva situación, incorporado dentro del negocio y aportando el valor de una adecuada gestión de los riesgos en su creciente ámbito de competencia.

17.  ¿Qué se entiende por organisational fault en el ámbito de los planes de prevención?

DEL ROSAL BLASCO (1)  apunta a la culpabilidad por defecto de organización, que establece la responsabilidad penal por la corporación cuando se pueda determinar que producido un daño o perjuicio ésta ha organizado su negocio de forma que las personas y las propiedades están expuestas a una victimización criminal o a un riesgo de daño no racional, o cuando la empresa ha fallado a la hora de establecer un sistema y mecanismo de evitación de responsabilidades.

18.  La ventaja del business benefit en la implantación y aplicación de los planes de control (2) 

El correcto cumplimiento del programa normativo no solo actúa como un factor preventivo o correcto de responsabilidades penales de la empresa, sino que se entiende como un business benefits, a saber:


	
a)  Un efectivo programa de cumplimiento normativo en la empresa e implantar en esta la cultura de este cumplimiento normativo por toda la organización tiene un efecto potenciador del negocio en sí mismo.

	
b)  El mayor conocimiento de los factores de riesgo en la empresa sirve para proporcionar a la compañía mayores ventajas competitivas.

	
c)  El grupo debe ser consciente de sus derechos y obligaciones lo que repercute positivamente en el servicio al cliente y se está más alerta a la hora de enfrentarse y/o prevenir conductas ilegales.

	
d)  Además, se reducen y evitan los efectos negativos de los litigios penales en los que pueda estar implicada la empresa. Recordemos que si surgiera la comisión de un delito por sus directivos o empleados, la compañía podría estar en disposición de demostrar que ha articulado un adecuado programa normativo, ya que hemos recordado que si se ha implantado correctamente debe interesarse el archivo de la causa en el Juzgado de Instrucción en lo que respecta a la implicación de la propia empresa y que si ha delinquido un directivo o empleado sea él el que asuma su responsabilidad personal, pero sin implicar a la empresa.

	
e)  Es importante mantener la reputación de la empresa, ya que un incidente delictivo de directivos o empleados puede destrozar el trabajo de muchos años y que los clientes de la empresa desconfíen de sus productos, lo que se evitará con un buen programa normativo. A veces se pone el énfasis en los productos de la empresa pero se olvida invertir en esta obligación.



19.  ¿Se recomienda establecer sanciones o apostar por la filosofía del cumplimiento de la norma?

VELÁZQUEZ VIOQUE entiende que no se trata únicamente de establecer sanciones en caso de incumplimiento, sino de incentivar a su vez el cumplimiento de la norma, en línea con lo dispuesto en su día por las Federal Sentencing Guidelines. Como concreción de tal código deben reseñarse también políticas, protocolos y manuales de buenas prácticas en los ámbitos sectoriales que den adecuada respuesta a los diversos riesgos penales (fiscales, medioambientales, seguridad de la información, lobbying, etc.).

20.  ¿Resulta importante la Directiva europea (2014) sobre contratación pública en trasladar la necesidad de implantar programas de prevención?

En efecto. Recuerda GÓMEZ-JARA DÍEZ (3)  que la Directiva europea (2014) sobre contratación pública no sólo obliga a la exclusión de las empresas que hayan sido condenadas en sentencia firme por corrupción (entre otros delitos). La Directiva también permite que dichas empresas eviten la exclusión si prueban que han implementado un sistema de compliance penal adecuado —sc. «medidas técnicas, organizativas y de personal concretas, apropiadas para evitar nuevas infracciones penales o faltas»—. Sin duda, entiende este autor que estamos en presencia de un claro incentivo para que las empresas que contratan con la administración pública adopten programas de compliance penal apropiados.

21.  Imposibilidad de las personas jurídicas de contratar con entidades públicas

Señala el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público en su art. 60 que:


«1. No podrán contratar con las entidades previstas en el art. 3 de la presente Ley con los efectos establecidos en el art. 61 bis, las personas en quienes concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de terrorismo, constitución o integración de una organización o grupo criminal, asociación ilícita, financiación ilegal de los partidos políticos, trata de seres humanos, corrupción en los negocios, tráfico de influencias, cohecho, prevaricación, fraudes, negociaciones y actividades prohibidas a los funcionarios, delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, delitos contra los derechos de los trabajadores, malversación, blanqueo de capitales, delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y el medio ambiente, o a la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio.

La prohibición de contratar alcanzará a las personas jurídicas que sean declaradas penalmente responsables, y a aquéllas cuyos administradores o representantes, lo sean de hecho o de derecho, vigente su cargo o representación y hasta su cese, se encontraran en la situación mencionada en este apartado.»



Vemos que en el caso de no haber implantado e implementado estos planes de prevención serían condenadas y por ello no podrán contratar con la Administración Pública.

22.  ¿Puede una empresa que ha sido condenada ser rehabilitada y contratar con una entidad pública?

GÓMEZ-JARA DÍEZ explica la diferencia existente entre el régimen del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público y la nueva Directiva europea de contratación pública (2014). Y concreta que la gran diferencia surge en la relevancia que tienen los programas de Compliance penal —y, general, una actitud colaboradora con la administración de justicia— para lograr rehabilitar a una empresa inicialmente excluida por haber sido condenada mediante sentencia firme. Con otras palabras, la normativa europea permite que el operador económico demuestre su «fiabilidad» mediante la prueba de una serie de circunstancias, entre las cuales destaca la existencia de un programa Compliance penal adecuado. Ahora bien, como se verá a continuación, la adopción de los mismos no constituye un motivo automático de inclusión. Pero, sin duda, tiene un peso decisivo. El ap. 6 del citado art. 57 de la Directiva europea contiene el siguiente tenor literal:


«6. Todo operador económico que se encuentre en alguna de las situaciones contempladas en los apartados 1 y 4 podrá presentar pruebas de que las medidas adoptadas por él son suficientes para demostrar su fiabilidad pese a la existencia de un motivo de exclusión pertinente. Si dichas pruebas se consideran suficientes, el operador económico de que se trate no quedará excluido del procedimiento de contratación

A tal efecto, el operador económico deberá demostrar que ha pagado o se ha comprometido a pagar la indemnización correspondiente por cualquier daño causado por la infracción penal o la falta, que ha aclarado los hechos y circunstancias de manera exhaustiva colaborando activamente con las autoridades investigadoras y que ha adoptado medidas técnicas, organizativas y de personal concretas, apropiadas para evitar nuevas infracciones penales o faltas.

Las medidas adoptadas por los operadores económicos se evaluarán teniendo en cuenta la gravedad y las circunstancias particulares de la infracción penal o la falta. Cuando las medidas se consideren insuficientes, el operador económico recibirá una motivación de dicha decisión.»



Con ello, la Directiva de 2014 permite esa rehabilitación de las personas jurídicas siempre que acrediten esa implantación «real y efectiva» de los programas de cumplimiento normativo.

23.  ¿Sería suficiente para esa rehabilitación para contratar con entidades públicas poner en marcha programas generales de cumplimiento normativo o haría falta un apartado específico de compliance penal?

GÓMEZ-JARA DÍEZ se decanta con seguridad por entender que no bastaría con una programa general de cumplimiento, ya que al menos de conformidad con el tenor literal de la Directiva (2014), las «medidas técnicas, organizativas y de personal concretas» deben estar orientadas a la prevención de infracciones penales.

Es decir, se realizar una referencia específica a lo que se viene considerando como Compliance penal —en el ámbito germánico designado como Criminal Compliance—. Por tanto, la Directiva no parece estar haciendo referencia a genéricos programas de Compliance sumamente extendidos en el sector empresarial sino a aquellos programas de cumplimiento especialmente orientados a la prevención de la comisión de hechos delictivos. Asimismo, la Directiva no especifica que los programas de cumplimiento penal deben cubrir única y exclusivamente los delitos referidos en su catálogo del art. 57. Se trata, en general, de la institucionalización de una cultura empresarial de evitación de conductas delictivas.

Así las cosas, si no existe ese específico plan de cumplimiento normativo en materia penal para prevenir delitos no cabrá esa «rehabilitación» para contratar.

24.  ¿Pueden los socios reclamar al administrador de una empresa por no haber implantado un programa de prevención jurídica?

Sí, se trata de un derecho de los socios que en un porcentaje del 5% pueden ejercer la acción social de responsabilidad contra los administradores (art. 239 RD 1/2010). Recordemos que estos a tenor del art. 225 (4)  del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital los administradores deben desempeñar su cargo con el cumplimiento de los deberes establecidos en la ley, e implantar un plan de prevención es una obligación del art. 31 bis CP.

Por ello, VEGAS, HERNÁNDEZ e IZQUIERDO (5)  señalan que ningún administrador responsable puede eludir la creación e implementación de estos programas desde el 1 de julio de 2015, no sólo por la propia responsabilidad penal en que pudiera incurrir si se cometen delitos en el seno de su empresa por sus directivos y empleados sin la adecuada labor de supervisión que impone el código penal, sino para evitar la responsabilidad social que le podrían reclamar los propios socios de la empresa por no haber cumplido sus obligaciones de control e implementación de estos planes o programas de prevención de delitos en la misma.

25.  ¿Es eficaz implantar un canal de denuncias o Whistleblowing?

Apunta VELÁZQUEZ VIOQUE que la doctrina mayoritaria en Alemania niega la existencia de un deber penal de implantación de un sistema de Whistleblowing, la habilitación y gestión de un canal de denuncias se está revelando como una de las medidas más eficaces en la detección de delitos, permitiendo a cualquier trabajador reportar, de manera confidencial, las infracciones apreciadas, deviniendo entonces necesario establecer un protocolo de gestión de denuncias y comunicación a empleados.

Además, en cualquier caso podríamos estar incluso hablando de una atenuación de responsabilidad penal a la empresa si no se han implantado e implementado de forma idónea y adecuada los planes de prevención según el art. 31 quater CP.

26.  Aspectos que la Administración Pública valora en las empresas para contratar con ellas en base a códigos internos de compliance

Conocida la prohibición del art. 60 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público de que la Administración contrate con empresas que hayan sido condenadas por los delitos citados en el mencionado precepto resulta que dado que la Directiva 2014/24/UE del parlamento europeo y del consejo de 26 de febrero de 2014 sobre contratación pública y por la que se deroga la directiva 2004/18/CE permite la rehabilitación de la empresa y la articulación de mecanismos internos de compliance para probar el cambio de sistema interno y la apuesta por los códigos de conductas y el cumplimiento normativo señala GÓMEZ-JARA DÍEZ que para valorar la Administración la «actitud» de la persona jurídica, entre otros mecanismos internos del contratista, la Administración Pública considera relevantes los siguientes:


	
1.  ¿Existe una hotline o mecanismo de reporte que permita a los empleados reportar conductas ilícitas?

	
2.  ¿Existe un mecanismo, que preserva la documentación relevante, para investigar las conductas que han sido denunciadas a través de la hotline?

	
3.  ¿Adopta el contratista medidas adecuadas cuando la investigación revela que existen déficits en el sistema de compliance?

	
4.  ¿Revisa de manera periódica el contratista la eficacia de su sistema de control interno?

	
5.  ¿Ha declarado y ejecutado fehacientemente el contratista una política de «no represalias» contra los empleados que denuncian?



27.  Razones dadas para justificar el incumplimiento

En muchas ocasiones el incumplidor trata de buscar justificaciones a su conducta para apoyar su propio incumplimiento. Destaca, por ello, con acierto, ORTIZ DE URBINA (6)  distintas expresiones que suelen darse para ello:


	
1.  Aludiendo a la imposibilidad de cumplimiento de las exigencias impositivas o de la regulación pública: «Si cumpliera con todas esas normas tendría que cerrar».


	
2.  La rebaja de la propia responsabilidad atendiendo a que la conducta infractora está generalizada: «Si fuese el único tonto que cumpliera me vería obligado a cerrar».


	
3.  La falta de legitimidad de los sujetos con potestad sancionadora: «Se gastan el dinero en tonterías y ahora vienen a sancionarme».


	
4.  La justificación del daño apelando a lealtades superiores: «Peor sería tener que cerrar la empresa y dejar en el paro a mis trabajadores».


	
5.  La dilución de la propia responsabilidad en el gran entramado de conductas empresariales: «Al fin y al cabo, sólo soy un pequeño eslabón en una gran cadena».




28.  Las ventajas de disponer en la empresa de una certificación de cumplimiento del programa normativo

A la hora de validar que el programa de cumplimiento es adecuado e idóneo señala ALEXANDRE GONZÁLEZ (7)  que acudir a la auditoría y certificación del modelo de prevención que se tiene implantado en la empresa por parte de un tercero independiente resulta, sin lugar a dudas, y utilizando las palabras de la propia Ley, «una medida precisa para la buena dirección y el control de la sociedad».

En la actualidad nos enfrentamos al problema de que no hay ni una certificación de la titulación del compliance officer ni de los modelos de prevención que funcionan en la empresa, pero este autor destaca con acierto que una compañía, además de contar con un modelo de prevención penal, pueda acreditar que dicho modelo está certificado periódicamente por un tercero independiente. Todo ello reforzará indudablemente el compromiso de la compañía con el establecimiento de una cultura de cumplimiento y más concretamente permitirá probar, llegado el caso, que se ve suficientemente colmada la exigencia de supervisión que se señala reiteradamente en nuestro ordenamiento jurídico.

Con esta «validación» por un tercero del programa de cumplimiento será prueba bastante para acreditarlo en el juicio en el caso que se le derive responsabilidad penal.
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2. Los administradores deberán tener la dedicación adecuada y adoptarán las medidas precisas para la buena dirección y el control de la sociedad.
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		104. ¿Cómo se gradúa la pena de multa si el Código prevé una pena de multa para las personas jurídicas en proporción al beneficio obtenido o facilitado, al perjuicio causado, al valor del objeto, o a la cantidad defraudada o indebidamente obtenida, de no ser posible el cálculo en base a tales conceptos?

		105. ¿Cuál es la cuota diaria de la multa en las penas a las personas jurídicas?

		106. ¿Y qué condiciones se tendrán en cuenta para fijar la cuota diaria?

		107. ¿Se puede fraccionar el pago de la multa impuesta a la persona jurídica?

		108. ¿Cuáles son los criterios para la determinación de la imposición de la pena de multa?

		109. ¿Cuál es el máximo tiempo de imposición de la pena de intervención judicial?

		110. Si se transmite una persona jurídica que ha sido condenada ¿Qué ocurre con las penas impuestas en un caso de responsabilidad penal?

		111. ¿Extingue la responsabilidad penal la disolución encubierta de la empresa?

		112. ¿Pero y si la disolución es real?





		7. Requisitos de los modelos de gestión y plan de prevención jurídica		113. ¿«Cultura de cumplimiento» o «déficit de control y organización»? ¿Sobre qué idea/base descansa el modelo de la responsabilidad penal de las personas jurídicas?

		114. ¿Cuál es el modelo que debe seguir el plan de prevención?

		115. ¿Cómo deben estar redactados los programas? ¿Deben adaptarse a cada empresa?

		116. ¿Es el riesgo un factor fundamental a considerar en los planes de prevención?

		117. ¿Son importantes los programas informáticos para controlar los procesos internos de las empresas en la detección de riesgos?

		118. ¿Deben incluirse en los protocolos procedimientos en la contratación de subordinados y directivos?

		119. ¿La comisión del delito demuestra que el plan es ineficaz?

		120. ¿Debe posibilitar el programa la detección de conductas criminales?

		121. ¿Debe existir un código de conducta que sancione actividades disciplinarias?

		122. ¿Debe verificarse periódicamente la eficacia del modelo de prevención?

		123. ¿La implantación de los programas de prevención tienen por objeto evitar la sanción penal o implementar una cultura organizativa?

		124. ¿Cabe incluir en estos programas canales de denuncia anónima?

		125. ¿Existe ya un modelo de compliance laboral del que se puedan obtener datos para implantar el modelo de compliance de prevención jurídica de empresa?

		126. ¿Existen recomendaciones en el ámbito internacional del compliance laboral?

		127. ¿Se les exige la articulación de los planes de prevención en las empresas solo a los administradores de derecho o también a los de hecho?

		128. ¿Se valora la idoneidad del programa de prevención jurídica para que sea eficaz y exonere realmente de responsabilidad a la persona jurídica?

		129. ¿El hecho de que se haya cometido un delito por directivo o empleado conlleva que se invalide la eficacia de un programa de cumplimiento normativo implantado en esa empresa?

		130. ¿Será eficaz un programa de compliance cosmético o estético? Es decir, ¿copiado de otros sistemas sin adaptación específica e individualizada?

		131. ¿Cómo evaluar las pautas de valoración de eficacia de los modelos de Compliance?

		132. ¿Cómo trata la Fiscalía General del Estado la mera formalización de un programa de compliance a los efectos de valorar si por sí mismo puede excluir de responsabilidad penal?

		133. ¿Sería apropiado diseñar un certificado en la validez de los modelos de compliance?

		134. El Código de Buenas Prácticas Tributarias en el Foro de Grandes Empresas y la Agencia Tributaria

		135. ¿Qué se debería recoger en éstos al estilo del Código de Buenas prácticas en la agencia tributaria en los que se han de concretar la formación de voluntad, adopción y ejecución de decisiones por la persona jurídica?

		136. ¿Es preciso adoptar algún tipo de reforzamiento de las medidas de control si pese a la existencia del plan ya se han detectado anomalías por algún directivo o empleado?

		137. ¿Debe adaptarse el modelo del programa de prevención a las características de cada empresa?

		138. ¿Deben analizarse los riesgos y actividades que realiza la empresa en cada caso?

		139. ¿Es positivo optimizar el uso de las tecnologías en la empresa a la hora de implementar los programas de prevención?

		140. ¿Puede valorarse en sentencia que el incumplimiento del deber de supervisión de los directivos en los empleados no sea grave y tener incidencia en la determinación de la pena de la persona jurídica?

		141. ¿Cuáles son los criterios que la Fiscalía General del Estado le da a los Fiscales a fin de poder valorar el cumplimiento por las empresas de los planes de prevención?

		142. ¿Es necesario que en la elaboración del modelo o plan de prevención de dicha responsabilidad se tenga en cuenta la independencia de quienes diseñan el mapa de riesgos respecto de quienes previamente han tenido responsabilidades en la gestión o fiscalización de dichos riesgos?

		143. ¿Qué son los protocolos de prevención de delitos?

		144. ¿Deben ser generales, o protocolos tipo o adaptados a cada empresa de forma individual?

		145. ¿Cuál es el objetivo de los protocolos de prevención?

		146. ¿Cuál debe ser el contenido de los protocolos de prevención del delito?

		147. ¿Quiénes deben ser las personas obligadas por los Protocolos?, ¿únicamente los empleados de la empresa?, ¿y los directivos?, ¿y el personal externo?

		148. ¿Cuál sería el objetivo de esa extensión del protocolo al más amplio espectro de personas?

		149. Adecuación de cada plan de prevención a las características de cada empresa

		150. ¿Pero el objetivo del plan es evitarlo «absolutamente todo»?





		8. El órgano de control		151. Funciones encomendadas a este órgano de supervisión con la reforma del Código Penal por Ley Orgánica 1/2015

		152. El art. 31 bis 2.2.ª ofrece dos posibilidades para la creación de esta figura de control

		153. ¿Debe tener el órgano de control autonomía en su actividad en la empresa?

		154. ¿Cómo se plasma esa autonomía del órgano de control que evite el conflicto de intereses en la empresa?

		155. ¿Es preferible que sea unipersonal o colegiado?

		156. Recomendaciones que debe cumplir el órgano de control

		157. ¿Quién vigila al vigilante?





		9. Cuestiones de índole procesal con responsabilidad penal de la empresa		158. ¿Tiene la empresa acusada en el proceso penal los mismos derechos y garantías que la persona física?

		159. ¿Pueden adoptarse medidas cautelares en casos de derivación de responsabilidad penal de las personas jurídicas?

		160. ¿Es obligado traer al proceso penal siempre y en cualquier caso a la persona jurídica cuando se quiera derivar responsabilidad a la persona física? ¿Hay una especie de litisconsorcio pasivo en este caso en el proceso penal por delitos cometidos por directivos o empleados?

		161. ¿Sobre qué parte del proceso penal recae la carga de la prueba de que existían los planes de prevención o compliance (defensa) o que no existían (acusación) para estimar o desestimar la posible responsabilidad penal de la empresa cuando se ha cometido un delito por directivo o empleado en su seno?

		162. ¿Se propone un sistema de responsabilidad automática de la empresa con este modelo?

		163. ¿Podría acordarse la nulidad de una entrada y registro en una persona jurídica? ¿En qué condiciones resulta importante que la persona jurídica esté siendo ya investigada y tenga este carácter procesal (antes imputada) o no lo sea al objeto de entender exigible la autorización judicial en su domicilio?, ¿qué es domicilio para la persona jurídica a estos efectos?

		164. ¿Cuál es el estándar de prueba que se exige por la empresa para quedar exonerada su responsabilidad?

		165. Siendo la fiscalía la que debe probar la no existencia del plan de prevención en la empresa o su ineficacia o inidoneidad en qué deben fijarse los fiscales en estos casos?

		166. ¿Puede una persona física imputada —normalmente, el administrador de la persona jurídica— ser designado como representante procesal de la persona jurídica en el procedimiento penal seguido contra ambos?

		167. La designación del representante legal de la empresa respecto de alguien distinto de la persona física investigada

		168. ¿Puede entenderse una vulneración que no se conceda el derecho de última palabra a la persona jurídica si su representante legal ha sido el mismo que ha sido acusado como autor del delito?

		169. ¿Pueden existir, también, conflictos de interés entre los letrados de personas físicas investigadas y personas jurídicas investigadas?

		170. Derechos de la persona jurídica en el proceso penal

		171. ¿Cómo se cita a las personas jurídicas ante el órgano judicial?

		172. ¿Cómo se regula la representación de la persona jurídica en el proceso penal?

		173. ¿Qué funciones ejerce el representante designado por la persona jurídica en el proceso penal?

		174. ¿Tiene la persona jurídica el derecho de última palabra?

		175. ¿Tienen derecho a la asistencia jurídica gratuita las personas jurídicas?

		176. ¿Cómo llevar a cabo el juez de instrucción la toma de declaración a las personas jurídicas en este contexto?

		177. ¿Tiene derecho a intérprete el representante legal de la persona jurídica si alegara no conocer el castellano?

		178. ¿Por qué el Tribunal Supremo aboga por atribuir la carga de la prueba del déficit de la implantación del plan de prevención a la acusación?

		179. ¿Se exige, pues, a la acusación probar las razones por las que acusa a la persona física de la misma manera que a la jurídica, o debe probar ésta su inocencia y no aquélla?

		180. ¿Puede sostenerse que el desafío probatorio que asume el Fiscal no incluye la acreditación de que ese incumplimiento de los deberes de supervisión es grave?

		181. Conclusiones de la sentencia del Tribunal Supremo de 16 de marzo de 2016

		182. ¿Sería interesante apostar por el principio de oportunidad en el modelo de derivación de responsabilidad a la persona jurídica?

		183. ¿Cuál es la pena tipo en estos casos de derivación de responsabilidad a la persona jurídica? ¿Podría pactarse una conformidad en el caso de penas restrictivas de derechos?

		184. La reparación del daño en el marco del principio de oportunidad

		185. La conformidad de la persona jurídica evita largos y costosos procesos penales

		186. El perjuicio empresarial de la publicidad negativa del juicio oral de derivación de responsabilidad penal ¿De qué sirve atenuar la pena por el art. 31 quater CP si debe ir a juicio?

		187. ¿Cabría hablar del «perjuicio social» que le supone a la empresa el proceso penal?

		188. ¿Debe siempre abrirse juicio oral contra la empresa en cualquier caso? ¿Y aunque acredite circunstancias exoneratorias o atenuatorias de responsabilidad?

		189. ¿Cuáles deberían ser los criterios a considerar para evitar la apertura de juicio oral contra la empresa?

		190. ¿Podría conformarse la empresa cuando no lo desee hacer la persona física acusada?

		191. Condiciones que debe reunir el acuerdo de la acusación con la persona jurídica en la conformidad que evite el juicio oral

		192. Ventajas de la conformidad de la persona jurídica de cara a no ser excluida de la posibilidad de que pueda contratar con las administraciones públicas

		193. Competencia de enjuiciamiento de derivación de responsabilidad a las personas jurídicas

		194. ¿Hace falta solicitud de autorización judicial para acceder a una persona jurídica para proceder a la diligencia de entrada y registro?

		195. Régimen de recursos de las personas jurídicas y cosa juzgada

		196. La ejecución de las penas impuestas a las personas jurídicas

		197. ¿Cómo llevar a cabo una requisitoria a una persona jurídica?

		198. ¿Tiene derecho a no autoinculparse la persona jurídica?

		199. ¿Y el de no autoinculparse de las personas físicas, directivos o empleados?





		10. Cuestiones sobre la intervención del abogado en el proceso de derivación de responsabilidad penal a la empresa		200. ¿Cómo debe actuar el abogado en la fase de instrucción en el proceso de derivación de responsabilidad penal a la empresa?

		201. ¿Debe llevar al juicio como representante de la persona jurídica acusada a un administrador que al mismo tiempo sea acusado?





		11. La actuación del compliance officer en la empresa		202. ¿Qué es el CEO en una persona jurídica?

		203. ¿Quién es el compliance officer?

		204. ¿Qué importancia tiene en el contexto internacional?

		205. Ecos de esta figura en otros ámbitos del ordenamiento jurídico

		206. ¿Cosmetic compliance o corporate compliance?

		207. Empresas de grandes dimensiones, pequeñas empresas y compliance officer

		208. ¿Dónde podemos comprobar ya la existencia de compliance officer en empresas?

		209. La necesidad de la verdadera especialización del compliance officer

		210. Referencias del compliance officer en la reforma del Código Penal por LO 1/2015 en art. 31 bis

		211. Requisitos de cuestiones a poner en funcionamiento

		212. ¿Debe el compliance officer cumplimentar el programa de prevención?

		213. ¿Cuáles son las funciones de supervisión del oficial de cumplimiento?

		214. ¿Es recomendable que el oficial de cumplimento sea un órgano de la empresa?

		215. Ahora bien, ¿debe considerarse al compliance officer de forma independiente para evitar los conflictos de intereses que puedan surgir con los directivos?

		216. ¿Tiene un perfil idóneo el compliance officer?

		217. ¿Puede externalizarse el servicio? ¿En qué medida y alcance?

		218. ¿Cómo se gestiona esa independencia que debe tener el compliance officer?

		219. ¿Puede cometer un delito el compliance officer?

		220. ¿Es importante la posición que ocupe el compliance officer en la empresa para valorar si ha cometido un delito

		221. Esquema de la posible responsabilidad penal del compliance officer. Supuestos

		222. ¿El responsable de cumplimiento va a asumir en todo caso una posición de garante? ¿Sobre qué se sustenta y qué clase de delitos está obligado a impedir?

		223. Pero ¿Sigue asumiendo el empresario su posición de garante aunque lo delegue en el compliance officer?

		224. No obstante, si el compliance officer no desarrolla bien su trabajo transferirá la responsabilidad penal a la empresa

		225. ¿Qué circunstancias o elementos hacen falta para poder ser un buen abogado de compliance?

		226. ¿Cuáles son las funciones principales y básicas que debe tener un compliance officer?

		227. ¿Cómo actuará en el juicio el controller o compliance officer?

		228. ¿Cómo podrá el compliance officer ejercer una oposición real ante determinadas decisiones de riesgo, o influir suficientemente en ellas, si depende jerárquicamente del área que las propone?

		229. ¿Qué importancia adquiere en este tema la utilización de la certificación de los modelos de compliance para el compliance officer?





		12. Principio non bis idem y sistema de derivación de responsabilidad penal a las empresas		230. Non bis in idem en derivación de responsabilidad penal a las personas jurídicas





		13. La responsabilidad civil del compliance officer		231. ¿Existiría algún tipo de responsabilidad en el compliance officer si es condenada la empresa pese a disponer del programa de prevención jurídica este no se redactó bien o no se implementó bien?





		14. Especificación concreta de delitos cometidos de los que se puede derivar responsabilidad penal a las personas jurídicas. Numerus clausus de delitos		232. ¿Existe numerus clausus en la determinación de los tipos penales que son objeto de derivación de responsabilidad penal a las personas jurídicas?

		233. ¿En qué casos se aplica el régimen del art. 129 CP?

		234. ¿Cabría derivar responsabilidad penal a las personas jurídicas en el caso de otros delitos cometidos en el seno de las empresas por directivos o empleados?

		235. Si el directivo o empleado cometen uno de los delitos de los que puede ser responsable penal la persona jurídica, pero también cometen otros se podrían atribuir a la persona jurídica todos o tan solo de los que pueda ser responsable la persona jurídica?

		236. ¿Y en el caso de comisión por directivo y/o empleado de varios delitos siendo todos de posible responsabilidad penal de la empresa?





		15. Régimen específico de la individualización de la pena a la persona jurídica del art. 66 bis CP		237. ¿Cuáles son las penas graves que fija el art. 33.7 aplicables a las personas jurídicas?

		238. La individualización de la pena de multa

		239. La fijación del quantum de la pena de multa en proporción al peligro de causar daño a la supervivencia de la persona jurídica

		240. La imposición de la pena de multa conjuntamente a la persona física (directivo o subordinado autor del delito) y jurídica del art. 31 ter.1 in fine

		241. ¿Cómo se contempla la pena de disolución de la persona jurídica?

		242. ¿Y la subsiguiente fase de liquidación?

		243. Juicio de proporcionalidad en la imposición de la pena de disolución

		244. ¿Cómo analiza el Tribunal Supremo en su sentencia de fecha 29 de febrero de 2016 la cuestión atinente a la disolución de la persona jurídica como pena a la persona jurídica?

		245. ¿Y la suspensión de actividades?

		246. ¿Y la pena de clausura de locales y establecimientos?

		247. ¿Y las diferentes penas de inhabilitación administrativa?

		248. ¿Y la prohibición de realizar las actividades en cuyo ejercicio se cometió, favoreció o encubrió el delito?

		249. ¿Cómo regula el Código Penal la intervención judicial en la empresa

		250. La adopción de medidas cautelares del art. 33.7 de clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales y la intervención judicial

		251. ¿Quién puede ser designado interventor?

		252. ¿Se podrán adoptar estas medidas por el juez instructor como cautelares?

		253. ¿Cómo se adopta una medida cautelar en el caso de un supuesto de posible responsabilidad penal de la persona jurídica?

		254. ¿Cuáles serán las reglas básicas de determinación de la pena cuando concurran circunstancias atenuantes y agravantes a tenor del art. 66 bis CP?

		255. ¿Qué deberá tenerse en cuenta por el juez o tribunal a la hora de decidir sobre la imposición y la extensión de las penas previstas en las letras b) a g) del apartado 7 del art. 33 a las personas jurídicas?

		256. ¿Cómo se regula la duración de las penas de las letras c) a g) del art. 33.7?

		257. Qué circunstancias deben concurrir para la imposición de las sanciones previstas en las letras c) a g) del art. 33.7 CP?

		258. ¿Cómo se determina la extensión de la pena en los casos de delito de subordinados por incumplimiento de los deberes de supervisión que no sea grave?

		259. ¿Qué circunstancias deben tenerse en cuenta para imponer con carácter permanente las penas de las letras b) (Disolución de la persona jurídica) y e) (Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito) y para la imposición por un plazo superior a cinco años de las previstas en las letras e) y f) (Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un plazo que no podrá exceder de quince años) del apartado 7 del art. 33?

		260. ¿Se aplican las reglas del art. 66 bis CP a las personas jurídicas si el delito del que se les deriva responsabilidad penal ya tiene en cuenta circunstancias atenuantes o agravantes?

		261. Tabla explicativa sobre la aplicación del art. 66 bis en la concurrencia de circunstancias

		262. ¿Cómo se regula la aplicación de la agravante de reincidencia respecto a las personas jurídicas?

		263. Afectación a las personas jurídicas de las «circunstancias que afecten a la culpabilidad del acusado» (sin distinguir entre atenuantes y agravantes) como las «agravantes» que concurrieran en las personas que materialmente hayan realizado los hechos

		264. Supuestos en los que la pena de la persona jurídica depende de la pena de la persona física

		265. Las penas impuestas a las personas jurídicas son siempre graves aunque la aplicable a la persona física pueda ser menos grave

		266. Plazo de prescripción de las penas impuestas a las personas jurídicas

		267. Plazo de prescripción de los delitos en caso de personas jurídicas

		268. Se dan casos de penas menos graves en personas físicas y grave siempre en persona jurídica (lo son las del art. 33.7 CP)

		269. ¿Se aplica la responsabilidad de las personas jurídicas a los delitos cometidos contra los derechos de los trabajadores del art. 311 a 318? ¿Cómo se interpreta el art. 318 CP? ¿Se entiende que se extiende la responsabilidad penal a las personas jurídicas?

		270. La inscripción registral de las penas y medidas cautelares impuestas a las personas jurídicas

		271. ¿Es inscribible la clausura del establecimiento en el registro de la propiedad?





		16. La responsabilidad civil de la persona jurídica		272. Derivación de responsabilidad civil a la persona jurídica por la vía del art. 116.3 en relación con el art. 110 CP









		B. Doctrina jurisprudencial relevante del Tribunal Supremo y Audiencias Provinciales reciente en materia de compliance

		C. Formularios		1. Escrito de la acusación particular instando se requiera a la persona jurídica a que exhiba en el juzgado el plan de prevención jurídica

		2. Escrito de la acusación particular interesando se reciba en el juzgado de instrucción declaración al compliance officer

		3. Escrito interesando la acusación particular por un delito cometido en el seno de una persona jurídica en base al art. 31 bis CP una medida cautelar de intervención judicial en base al art. 544 quater LECRIM

		4. Escrito de la defensa de la persona jurídica investigada aportando el plan de prevención jurídica ante el juzgado de instrucción

		5. Escrito de la defensa de la persona jurídica interesando el archivo de las actuaciones sobre ésta por no entender acreditada su responsabilidad penal por no haber beneficio directo o indirecto en base al art. 31 bis CP

		6. Escrito de la defensa de la persona jurídica interesando el archivo de las actuaciones sobre ésta por no entender acreditada su responsabilidad penal por haber acreditado en la fase de instrucción la existencia del plan de prevención y su implementación en base al art. 31 bis.2 CP en delito cometido por directivo o representante legal

		7. Escrito de la defensa de la persona jurídica designando representante legal de la misma a los efectos de tenerle como parte investigada en el proceso penal

		8. Escrito de la defensa de la persona jurídica interesando el archivo de las actuaciones ante delito cometido por subordinado en base al art. 31 bis 4 CP

		9. Escrito de la acusación particular interesando se continúen las diligencias contra la persona jurídica aunque de la investigación no se haya individualizado la persona física autora del hecho delictivo en base al art. 31 ter.1 CP

		10. Escrito de la acusación particular interesando se continúen las diligencias contra la persona jurídica aunque de la investigación se determine que la persona física autora del hecho delictivo ha fallecido en base al art. 31 ter.2 CP

		11. Escrito de la acusación particular interesando se continúen las diligencias contra la persona jurídica aunque de la investigación se determine que la persona física autora del hecho delictivo se ha sustraído a la acción de la justicia en base al art. 31 ter.2 CP

		12. Escrito de la acusación particular interesando se continúen las diligencias contra la persona jurídica aunque de la investigación se determine que la persona física autora del hecho delictivo tiene afectadas sus facultades mentales de forma notable en base al art. 31 ter.2 CP

		13. Escrito de la defensa de la persona jurídica comunicando en el juzgado de instrucción que ha satisfecho la responsabilidad civil al perjudicado en base al art. 31 quater c) CP

		14. Escrito de la defensa de la persona jurídica comunicando en el juzgado de instrucción que ha implantado un plan de prevención tras cometerse el delito para evitar delitos futuros en base al art. 31 quater d) CP y ofreciendo a la acusación una conformidad al haber satisfecho la responsabilidad civil

		15. Escrito de la defensa de la persona jurídica comunicando en el juzgado de instrucción la identidad de los autores del hecho delictivo en su empresa (directivo o subordinado) en base al art. 31 quater b) CP

		16. Escrito de la defensa de la persona jurídica planteando en el juzgado la posibilidad de acudir a una conformidad

		17. Escrito de la defensa de la persona jurídica comunicando en dependencias policiales la existencia de la comisión de un hecho delictivo por directivo o subordinado en su empresa los efectos del art. 31 quater a) CP

		18. Escrito de la defensa de la persona jurídica interesando el archivo de las diligencias ante el juzgado de instrucción alegando que el delito cometido por el directivo o subordinado no está incluido en el «numerus clausus» recogido en el CP como de los que responden las personas jurídicas en base al art. 31 bis.1 CP

		19. Escrito de la acusación particular en un proceso penal con derivación de responsabilidad penal a las personas jurídicas en el que interesa el embargo de bienes de la empresa en base al art. 116 CP y arts. 13 y 544 quater LECRIM

		20. Escrito de la acusación particular interesando la declaración de responsabilidad civil de la persona jurídica y consideración como parte en el proceso penal en delito cometido por empleados, dependientes, representantes o gestores de los que no se derive responsabilidad penal a las personas jurídicas en base al art. 31 bis CP

		21. Escrito de la acusación particular en un proceso penal por delitos cometidos en el seno, con la colaboración, a través o por medio de empresas, organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que, por carecer de personalidad jurídica, no estén comprendidas en el art. 31 bis en el que interesa el embargo de bienes en base al art. 116 y 129 CP

		22. Escrito de la defensa de empresas, organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que, por carecer de personalidad jurídica, no estén comprendidas en el art. 31 bis en el que interesa el archivo por no estar el delito cometido entre los que son responsabilidad de las personas jurídicas (art. 129.2 CP)

		23. Escrito de la defensa de la persona jurídica interesando el archivo de las diligencias ante el juzgado de instrucción alegando que el delito cometido por el directivo lo ha sido eludiendo fraudulentamente los mecanismos de control en base al art. 31 bis.2.3.º CP
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